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Señores 
JUZGADO QUINTO DE FAMILIA DEL CIRCUITO 
Manizales 
  
 
 
  

Referencia:      DEMANDA VERBAL SUMARIA por acción de fijación 
                        de cuota alimentaria para padres 
Demandante:   HELI de JESUS OSORIO ALZATE 

    Demandadas:  ELIZABETH DEL SOCORRO OSORIO PINEDA y otras 
    Radicación:     2023–00457–00 

Asunto:           Contestación de demanda.  

 

 
 
 
Les presento un cordial saludo. 
 
Para su conocimiento y fines pertinentes,  en mi condición de mandatario judicial de 
confianza de las codemandadas, ELIZABETH del SOCORRO OSORIO PINEDA y MARIA 
ISABEL OSORIO PINEDA, estando dentro del término de Ley, descorro el traslado de la 
demanda incoada a nuestro favor, en la siguiente forma: 
 
Pese a la radicación previa del poder conferido para actuar, en los términos de la solicitud 
del expediente digital, solicito se me reconozca personería judicial suficiente para actuar. 
 
 

I. SOLICITUD PRELIMINAR: 
 
Informo a éste despacho, que una vez la parte demandada informó del trabajo que tiene el 
actor actualmente, donde se desempeña como mecánico electricista, éste se cambió de 
local, y actualmente se localiza en el trabajo por el sector del barrio “El Bosque”, 
aparentemente trabaja en un taller automotriz denominado “El mono Jaramillo”, y para ello 
se aportan nuevamente prueba documental de fotografías y videos donde consta el actor, 
en su trabajo, con uniforme, y sin ninguna incapacidad física, psíquica o sensorial que le 
impida desempeñarse como profesional automotriz. 
 
En igual sentido, solicito su señoría, nuevamente, y con base en éste hecho sobreviniente, 
el levantamiento de la medida cautelar que obra sobre la codemandada MARIA ISABEL 
OSORIO PINEDA, habida cuenta que con ésta se pueden violentar derechos 
iusfundamentales de sus dependientes económicos y alimentarios, previa solicitud que 
obra en autos. 
 
 

PRONUNCIAMIENTO A LOS HECHOS: 
 
 
FRENTE AL HECHO PRIMERO: “Mi representado Helí de Jesús Osorio Álzate cuenta con 76 

años de edad, con fecha de nacimiento el 14 de agosto de 1946.”: 
 
La respuesta: Es cierto, con base en la prueba documental adosada. 
 
 
FRENTE AL HECHO SEGUNDO: “El señor Helí de Jesús Osorio Álzate es padre de las 

señoras Lina Marcela Osorio Osorio, Elizabeth Del Socorro Osorio Pineda y María Isabel Osorio 



Pineda.”: 
 
La respuesta: Es cierto, con base en la prueba documental adosada. 
 
 
FRENTE AL HECHO TERCERO: “Durante la crianza y cuidados requeridos por las 

descendientes de mi representado, éste veló porque no les faltara nada como un buen padre de 
familia, hasta hacerlas profesionales”: 
 
La respuesta: No es cierto. 
 
Sea primero advertir su señoría, que el aquí demandante ha omitido analizar 
concienzudamente el trato, conexión y cuidado dedicado a mis prohijadas, el cual brilla por 
su ausencia desde el nacimiento hasta la actualidad. 
 
Específicamente, en lo concerniente  a mi prohijada ELIZABETH del SOCORRO OSORIO 
PIENDA, éstos compartieron el mismo techo aproximadamente por 10 años, sin embargo, 
mi representada tuvo que velar por ella misma, por su madre y los gastos del hogar, desde 
tan sólo 5 años de edad. 
 
Es decir, que la señora ELIZABETH del SOCORRO OSORIO PINEDA ha tenido que 
trabajar desde pequeña, con tan sólo 5 años de edad, para poder tener un sustento, pues 
su padre, quien ahora demanda, no ha sido más que un señor mujeriego, ausente y que 
tan sólo se ha aprovechado de su condición de ser hombre para violentar a todas y cada 
una de las mujeres de la casa, de forma psíquica y psicológica, mentalizándoles que éstas 
lo tienen que mantener, y para ello, es que aún viven. 
 
Por el contrario, mi mandante MARIA ISABEL OSORIO PINEDA jamás ha compartido un 
hogar con su padre, pues éste le abandonó desde que tenía tan sólo un año de edad, y 
por quien siempre velaron tanto su hermana ELIZABETH del SOCORRO OSORIO 
PINEDA como su señora madre, BEATRIZ PINEDA SALAZAR. 
 
Mis prohijadas, del señor demandante, afortunadamente nunca han tenido dependencia 
alguna, por el contrario, éste les dejó múltiples deudas cuando se aprovechaba de la 
bondad de sus hijas, quienes con su madre, que fue alguna vez la esposa del 
demandante, tomaba partido cuando tenía problemas económicos, que sólo le dejaban los 
malos pasos que frecuentaba, licor, mujeres, juego y despilfarro de dinero. 
 
Todo comienza desde la relación madre-padre, cuando, el demandante abandonó a la 
señora BEATRIZ PINEDA SALAZAR con una bebé en brazos, y una hija que había tenido 
que madurar lo suficientemente desde los 5 años, para hacerse cargo del hogar junto con 
su madre, con el fin de sacar adelante esa niña abandonada, y de todos los gastos que les 
había dejado el actor a mis mandantes. 
 
Deudas con particulares, agiotistas, los famosos “gota a gota”, dineros de arrendamiento, 
facturas de servicios públicos domiciliarios, y todo ello, le tocó sufragar a mis mandantes, 
quienes debían optar, entre comer, o continuar pagando lo que se representaba como el 
patrimonio de su padre. 
 
Éste señor dista de ser lo que afirma a través de su apoderada judicial, un buen pater 
familiae, tornándose negligente, sin valor moral y afectivo, sin acompañamiento alguno 
que permitiera el desarrollo de sus hijas, quienes ahora, si sobreviven, es porque a fuerza 
de lidia, voluntad, sudor y sangre, han conseguido lo que tienen, una un título profesional –
Maria Isabel Osorio Pineda–, y otra un hermoso hijo, por quien vela y vive todos los días –



Elizabeth del Socorro Osorio Pineda–. 
 
Éste señor tuvo casa, finca, carros, locales comerciales de alto renombre, pero el 
despilfarro propio subyugó todo lo que les pudo arrancar a sus hijos y a su exesposa 
BEATRIZ PINEDA SALAZAR, jamás aportó un solo peso por cuota alimentaria, 
contribución a los gastos del hogar, con seguridad que en la actualidad no sabe ni siquiera 
qué talla de zapatos eran sus hijas; les hizo firmar contratos, acuerdos económicos y de 
pago para solucionar problemas económicos propios a mis mandantes, consiguió librar 
todo el patrimonio para el que habían éstas aportado con una firma de su señora madre, 
quien engañada y en ascuas de las infidelidades que padecía todos los días, tan sólo se 
quería librar de aquél hombre que sólo la torturaba mentalmente. 
 
Posteriormente, y habida cuenta de todos los vicios que ha tenido el actor, vendió bajo su 
conveniencia y riesgo los inmuebles, carro y locales comerciales, para usar con pleno 
libertinaje el dinero recaudado en sus tormentosos y desagradables vicios, sin compartir 
una sola poca de tal colecta con mis mandantes, quienes en la vida, han recibido ayuda 
alguna del demandante, desde que nacieron, hasta la actualidad. 
 
Mis mandantes no tienen la culpa de haber venido al mundo, intentaron ser buenas hijas 
para con su padre, quien siempre las maltrató psicológicamente y las dio por una “causa 
perdida”, ayudaron en la casa, fueron explotadas desde niñas para poder salir adelante 
mientras su padre, con dinero y solvencia económica sólo destinaba sus ganancias en 
vicios, salieron adelante por su propio mérito y esfuerzo, con una compañía permanente 
por su señora madre BEATRIZ PINEDA SALAZAR, pero jamás del actor. 
 
 
FRENTE AL HECHO CUARTO: “Mi prohijado se desempeñó como mecánico electricista 

durante toda su vida laboral, de donde provenía su sustento propio y el de su familia.”: 
 
La respuesta: El hecho es confuso, y se pasará a explicar, negando las circunstancias 
propias del demandante para con las demandadas, aceptando otra del demandante, y 
solicitando tomar como confesiones, respectivamente, los siguientes: 
 

   Con relación a la profesión y desempeño laboral del actor, es cierto, y así se 
desempeña hasta la actualidad, pues él es un mecánico electricista, de alto 
renombre no sólo a nivel municipal, sino nacional, amén de su alta trayectoria y 
posicionamiento en la industria automotriz, que le permite tener a su cargo más de 
dos empleados a la vez, y tiene su propio taller mecánico, quien se encuentra a 
nombre de terceros por la susceptibilidad de endeudamiento del actor. 
 
En virtud a lo anterior, solicito su señoría se tenga como confeso el hecho del actor 
tener una profesión, profesión que además es calificada –mecánico electricista–, y 
profesión que además es muy bien remunerada, sin contar con la alta demanda que 
tiene dicho oficio en el sector automotriz. 
 

   Con relación al sustento propio, es cierto, y fruto de ello pudo adquirir varias 
propiedades, establecimientos de comercio y carros a su nombre y a nombre de 
terceros pero de su exclusiva propiedad, de los cuales se traen a colación los 
identificados con matrículas inmobiliarias N° 100–15475 y N° 100–31506, uno 
enajenado en el año 1999 y el otro enajenado en el año 2011, de los otros no 
tenemos registro alguno. 
 



   Con relación a la expresión “su sustento… y el de su familia…”, es preciso aclarar lo 
siguiente, desconocemos si el actor ha contribuido económicamente a otros 
sectores de la familia propia de éste. 
 
No obstante, frente a mis mandantes, señoras ELIZABETH del SOCORRO 
OSORIO PINEDA y MARIA ISABEL OSORIO PINEDA, éste judicial negará a 
rajatabla cualquier contribución económica, familiar, psicológica, psíquica, 
emocional o de cualquier forma material e inmaterial por parte del actor, pues a 
todas luces ha sido inexistente, no sólo en el crecimiento de mis mandantes, sino 
hasta la actualidad, pues a mis mandantes las observa con el símbolo “pesos”. 

 
 
FRENTE AL HECHO QUINTO: “Como consecuencia del encierro que originó la pandemia 

Covid-19 durante toda su ocurrencia, se produjo también con esto la pérdida del único sustento de 
lo que dependía, por lo que no pudo volver a su lugar de trabajo.”: 
 
La respuesta: Contiene varios hechos, por lo que se realiza respuesta individualizándose 
cada uno, relievando el aspecto fáctico y jurídico necesario para coherencia en la lectura. 
 

   Es ambiguo, más no corresponde a un hecho jurídicamente relevante la ocurrencia 
de la pandemia mundial COVID-19, pues el encierro si se dio, pero dicho encierro 
duró, específicamente para la industria automotriz, hasta finales del año 2020. 
 

   No es cierto que el actor haya perdido el “único sustento de lo que dependía”, pues 
el actor hasta donde conocemos, no sólo continuó trabajando, sino que antes se le 
expandió el trabajo, fruto de la muerte de varios mecánicos especializados en 
“mecánica electricista”, y la hiperinflación que ha beneficiado todos éstos sectores. 
 
Específicamente el actor, ha salido sumamente beneficiado porque pudo continuar 
trabajando, sin mayores complicaciones, pero con un costo mejor remunerado, y 
acaparando el mercado por su especialidad, habida cuenta que en la actualidad, 
solo existen 2 talleres de mecánica electricista en la ciudad de confianza, de los 
cuales, uno es del actor, a quien denominan en el sector, y en general a nivel 
nacional “el químico”. 
 

   No es cierto que el actor tuvo que dejar de volver a su sitio de trabajo, por dos 
razones simples pero contundentes: 

 
Primero: Porque el actor es dueño del local y el establecimiento comercial “el 
químico”, taller mecánico electricista. 
 
Segundo: Porque el actor, fruto de la pandemia y la inflación derivada de la misma, 
tuvo un acrecimiento excesivo en el trabajo, lo que ha mejorado notablemente su 
calidad de vida, sus ingresos, y permanencia en el sector, pues como se puede 
observar en los videos y fotografías adosados, el actor trabaja plenamente, y 
mantiene por lo visto ocupado, aunque en los hechos que funda la demanda, se 
observen en su totalidad, mentiras. 

 
 
FRENTE AL HECHO SEXTO: “Se desprende de lo anterior, que mi poderdante ha tenido que 

depender de la caridad de su poca familia y amigos para aplacar su sustento diario, toda vez que 
se encuentra cesante, no es pensionado y tampoco recibe otra ayuda, aun habiendo solicitado en 
la Alcaldía de Manizales la el auxilio para el adulto mayor, sin que se prenuncien al respecto desde 
el año inmediatamente anterior.”: 



 
La respuesta: El hecho es confuso, y se pasará a explicar, negando las circunstancias 
propias del demandante, y aceptando otra, así: 
 

   No es cierto que el actor “ha tenido que depender de la caridad”, pues es un 
profesional vigente, y que tiene excelentes ingresos, inclusive superiores a los de 
mis prohijadas, una cesante madre cabeza de hogar, y la otra con 3 personas más 
a su cargo, más multiplicidad de obligaciones. 
 
Si en gracia de discusión se pudiera hablar de la edad, que no es un factor 
responsable para determinar la cuota aliementaria pretendida, ha de enfatizarse, 
bajo las reglas de la sana crítica y la lógica, que el demandante, fuera de 
permanecer en el tiempo trabajando, en la actualidad es mucho mejor, pues todos 
sabemos, que es más confiable un mecánico con experiencia y trayectoria, que uno 
bisoño y comenzando, “la experiencia no se improvisa”. 
 
Su señoría, aquí lo que pretende el actor no es más que sacar provecho de la 
realidad de su quehacer, pues es claro que dichos negocios, por la informalidad 
cultural que manejamos, no se dan con una contabilidad estable, ordenada y 
registrada, si no “lo que vaya entrando a la caja”, sin que se pueda predicar dichos 
ingresos como ausencia de los mismos. 
 
Muestra de ello, es que la mano de obra calificada en el sector liborio, según 
conversaciones con comerciantes del sector, y para la industria automotriz en 
materia de electricistas, es con un margen de ganancia permanente del 60% al 80% 
dependiendo del tipo de trabajo. 
 
Para nadie es un secreto las cifras exorbitantes actuales en registro de automotores 
para la ciudad, no sólo lo viven quienes se ubican en el sector de liborio, como lo 
hace el actor, sino todos los habitantes de la ciudad, cuando afirmamos con sentido 
racional “cada vez hay más carros, y las mismas vías”. 
 
El actor predica una vida mustia, de caridad, que vive con lo mínimo y que apenas 
si puede escoger entre el arrendamiento y comer, como afirma la togada que 
agencia sus intereses, sin embargo de ello brilla ausencia de prueba, no sabemos 
si paga arriendo, no sabemos qué merca, no sabemos qué come, no sabemos a 
qué tiene comprometidos verdaderamente los gastos. 
 
Pero lo que si podemos saber, y que oportunamente acreditaremos al proceso, es 
que el actor si tiene con qué vivir, que vive bien, y que su problema no radica en el 
hecho de ser “cesante”, de “no tener pensión”, o de no recibir una “ayuda” del 
gobierno, sino del desorden personal y el despilfarro exagerado de dineros, que 
siempre lo ha caracterizado, pero que es abiertamente injusto que lo deban padecer 
las hijas, quienes solamente les ha considerado así porque quiere un ingreso 
“extra”, pero de quien se ha olvidado completamente por más de 30 años continuos. 
 

   Según lo expresado en líneas anteriores, no es cierto que el actor sea cesante, lo 
que si es cierto es que no tiene un empleo fijo conocido, sino que es un trabajador 
independiente, calificado y de alto nombre a nivel nacional en nuestro país. 
 
No se pueden malversar tales conceptos a fin de menoscabar los derechos 
subjetivos de mis prohijadas, pues el actor efectivamente es un trabajador 
independiente, sin registro alguno o rendimiento de cuentas que permita entrever su 
sustento diario, y además abultado. 



 
De ello es que saca justamente provecho, afirmando ser una persona cesante por 
la falta de registro, sin embargo, y como se afirmó, una cosa es “estar cesante”, y 
otra cosa muy distinta es que en el sistema una persona “figure como cesante”, 
aunque si trabaje, como aquí efectivamente acontece. 
 

   Es cierto que el actor no es pensionado, y ello obedece a una razón que genera 
lástima, inclusive, quien piensa en una ayuda del gobierno, restándole 
oportunidades a quien de verdad lo puede necesitar. 
 
Ello obedece única y exclusivamente a que el actor jamás quiso cotizar al Sistema 
de Seguridad Social, pues su dinero lo destino a la fiesta, a las mujeres, al trago, al 
juego, y demás vicios que siempre tuvo, y allí despilfarró completamente su dinero. 
 
El hecho de no llegar pensionado a la edad del actor, su señoría, para el asunto 
bajo marras, no es un hecho que deba generar pesar, sino un acto que sirva como 
ejemplo y reflexión a todos quienes piensan que jamás habrá un mañana, quienes 
prefieren su bienestar propio sobre los demás que dependen de éste, quienes 
prefieren un placer efímero y desalmado, a una verdadera construcción social. 
 
El actor olvidó su familia, pasó por encima de los derechos de mis mandantes 
cuando eran unas niñas indefensas, quien era capaz de dormir tranquilo, y 
cargarles sus deudas a quienes sabía que debían todos los días levantarse a 
trabajar, para conseguir su sustento, y alcahuetear los despilfarros y desgreños de 
su señor padre para un bien propio… Pero, ¿de ello son conscientes unas niñas, 
una de 10 años, y la otra de 1 año?, éste señor no tenía ni idea si las niñas se 
acostaban con el estómago vacío, pero si tenía claro que cuando tenía una deuda, 
por los vicios aquí relievados, se las cargaba a las mismas niñas, y ellas “sabían 
qué tenían qué hacer”. 
 

   No nos consta si el actor recibe ayudas administrativas o del gobierno. 
 
Sin embargo, y al margen del hecho, que tampoco es jurídicamente relevante, en el 
sentido de que dichas ayudas están dispuestas a quien los necesita, y no a quienes 
con provecho de la situación, maliciosa y mañosamente se aprovechan para 
malversar los recursos públicos que tienen como fundamento proteger a los más 
necesitados, y no a quienes burlan el sistema con ocasión a la informalidad y 
desorden en el que viven. 
 

 
FRENTE AL HECHO SEPTIMO: “Actualmente mi cliente se encuentra pagando arrendo (sic) 

por un valor de $400.000 el cual recoge con grande dificultad, teniendo que sacrificar su propia 
alimentación y demás necesidades básicas para cumplir con este pago”: 
 
La respuesta: Contiene varios hechos, de los cuales se pasa a ilustrar y contestar. 
 

   No nos consta que el demandante deba pagar “un arriendo”, ni su valor, ni su 
periodicidad, así como la ubicación de su vivienda. 
 
En igual sentido, si dicho arrendamiento obedece a una vivienda de uso 
habitacional, o si corresponde al arrendamiento del local comercial donde se 
encuentra ubicado el negocio de mecánica electricista que tiene en el sector de 
Liborio, o si es correspondiente a otro inmueble para el cual tenga alguna 
destinación económica personal. 



 

   No nos consta el valor del arrendamiento, ni la forma en que lo consiga, ni si el valor 
manifestado de $400.000°° obedezca a vivienda urbana, o al local comercial que 
tiene el demandante. 
 

   No nos consta que el demandante haya tenido que “sacrificar” alimentación o 
necesidades básicas para sufragar el rubro denunciado como pago de canon de 
arrendamiento, o si éste valor es correspondiente a una vivienda urbana, o al local 
comercial que ocupa el negocio del demandante. 
 
Máxime cuando en el dossier, no hay prueba alguna de dicho gasto. 

 
 

PRONUNCIAMIENTO A LAS PRETENSIONES: 
 
Con fundamento en el pronunciamiento de los hechos, y en el sustento fáctico que de los 
mismos se haga dentro del proceso, en nombre de mis representadas expresamente nos 
OPONEMOS a todas y cada una de las pretensiones del demandante de forma general, y 
en forma específica así: 
 
Frente a la pretensión primera: NOS OPONEMOS específicamente a la fijación de una 
cuota alimentaria para las señoras MARIA ISABEL OSORIO PINEDA y la señora 
ELIZABETH del SOCORRO OSORIO PINEDA; pues no se cumplen los requisitos 
axiológicos y jurisprudenciales para fijar tal auxilio en favor del demandante, y a cargo de 
las codemandadas. 
 
Por lo tanto, dicha pretensión deberá ser despachada desfavorablemente, y en su lugar, 
dejar in colume el estado actual de mis mandantes con respecto a su padre, quien no las 
quiere ni les interesa, y jamás cumplió con su deber de solidaridad y reciprocidad, y tan 
sólo les busca con el fin de sacar dinero, como protección frente a los actos 
discriminatorios por su calidad de ser hijas mujeres del demandante, con enfoque 
diferencial y de género necesario al asunto de marras.  
 
En subsidio, y en el muy eventual caso donde salieren avante las pretensiones de la 
demanda, solicito a ésta judicatura una especial tasación de la fijación de la cuota 
alimentaria deprecada, fijándola y ponderándola con base en los verdaderos ingresos y 
gastos de las codemandadas MARIA ISABEL OSORIO PINEDA y ELIZABETH del 
SOCORRO OSORIO PINEDA, aplicando en todo caso el enfoque de género y protección 
a la violencia contra la mujer, que ha perpetrado el demandante de forma permanente y 
sistemática, en contra de las codemandadas. 
 
Frente a la pretensión segunda: Habida cuenta que no me encuentro encargado de la 
defensa técnica de la demandada LINA MARCELA OSORIO OSORIO, me atengo a lo que 
dentro del proceso se pruebe. 
 
Frente a la pretensión tercera: NOS OPONEMOS. 
 
Con relación directa a la pretensión primera del proceso incoado, y habida cuenta de la 
previa declaratoria de la falta de requisitos axiológicos que permitan la fijación de cuota 
alimentaria en favor del demandante, y a cargo de las codemandadas, se deberá 
despachar en igual sentido desfavorablemente la fijación de una cuota alimentaria por 
valor de 350.000°° COP, o el equivalente al 50% del salario devengado por la señora 
ELIZABETH del SOCORRO OSORIO PIENDA. 
 



En subsidio, y en el muy eventual caso donde salieren avante las pretensiones de la 
demanda, solicito a ésta judicatura una especial tasación de la fijación de la cuota 
alimentaria deprecada, fijándola y ponderándola con base en los ingresos actuales de la 
codemandada, que tiene un hijo menor de edad a su cargo, y que no tiene ningún ingreso 
estable, pues vive de las ayudas que le brinde su hermana, y de los ingresos que del “día 
a día” se puedan obtener, aplicando en todo caso el enfoque de género y protección a la 
violencia contra la mujer, que ha perpetrado el demandante de forma permanente y 
sistemática, en contra de la codemandada. 
 
Frente a la pretensión cuarta: Aunque estuviere mal redactada, del texto se infiere la 
misma pretensión a la que corresponden la 2° y 3°, pero con relación a la demandada 
MARIA ISABEL OSORIO PINEDA. 
 
Así las cosas, NOS OPONEMOS. 
 
Con relación directa a la pretensión primera del proceso incoado, y habida cuenta de la 
previa declaratoria de la falta de requisitos axiológicos que permitan la fijación de cuota 
alimentaria en favor del demandante, y a cargo de las codemandadas, se deberá 
despachar en igual sentido desfavorablemente la fijación de una cuota alimentaria por 
valor de 350.000°° COP, o el equivalente al 50% del salario devengado por la señora 
MARIA ISABEL OSORIO PINEDA. 
 
En subsidio, y en el muy eventual caso donde salieren avante las pretensiones de la 
demanda, solicito a ésta judicatura una especial tasación de la fijación de la cuota 
alimentaria deprecada, fijándola y ponderándola con base en los gastos y manutención 
actuales de la codemandada, que tiene a su cargo a su señora madre, múltiples deudas 
con terceros, icetex por gastos universitarios y deudas personales del demandante que le 
obligó a sacar a su nombre, así como tiene a su cargo su hermana ELIZABETH del 
SOCORRO OSORIO PINEDA y su sobrino menor de edad FELIPE CARRILLO OSORIO, 
que no tienen ningún ingreso estable ni forma de sobrevivir, aplicando en todo caso el 
enfoque de género y protección a la violencia contra la mujer, que ha perpetrado el 
demandante de forma permanente y sistemática en contra de la codemandada. 
 
Frente a la pretensión quinta: NOS OPONEMOS específicamente a la fijación de una 
cuota alimentaria extraordinaria para los meses de junio y diciembre, para las señoras 
MARIA ISABEL OSORIO PINEDA y la señora ELIZABETH del SOCORRO OSORIO 
PINEDA; pues no se cumplen los requisitos axiológicos y jurisprudenciales para fijar tal 
auxilio en favor del demandante, y a cargo de las codemandadas. 
 
Por lo tanto, dicha pretensión deberá ser despachada desfavorablemente, y en su lugar, 
dejar in colume el estado actual de mis mandantes con respecto a su padre, quien no las 
quiere ni les interesa, y jamás cumplió con su deber de solidaridad y reciprocidad, y tan 
sólo les busca con el fin de sacar dinero, como protección frente a los actos 
discriminatorios por su calidad de ser hijas mujeres del demandante, con enfoque 
diferencial y de género necesario al asunto de marras.  
 
En subsidio, y en el muy eventual caso donde salieren avante las pretensiones de la 
demanda, solicito a ésta judicatura una especial tasación de la fijación de la cuota 
alimentaria deprecada, fijándola y ponderándola con base en los verdaderos ingresos y 
gastos de las codemandadas MARIA ISABEL OSORIO PINEDA y ELIZABETH del 
SOCORRO OSORIO PINEDA, aplicando en todo caso el enfoque de género y protección 
a la violencia contra la mujer, que ha perpetrado el demandante de forma permanente y 
sistemática, en contra de las codemandadas. 
 



Frente a las pretensiones denominadas “sexta y sexta (que es realmente séptima 
siguiendo el orden indicado)”: Por economía procesal, y habida cuenta que ambas 
pretensiones tienen el mismo fin, que verdaderamente se solicitan como medidas 
cautelares previas, y fijación provisional de alimentos.  
 
NOS OPONEMOS con relación a tal fijación frente a las codemandadas ELIZABETH del 
SOCORRO OSORIO PINEDA y MARIA ISABEL OSORIO PINEDA, rogando a ésta 
judicatura, se levanten previo a las resultas del proceso, de conformidad al memorial que 
ha radicado el suscrito en autos anteriores, donde se solicita levantamiento de las medidas 
en referencia ya decretadas y practicadas. 
 
 
Solicito de manera especial, comedida y respetuosa, se condene en costas y 
agencias en derecho a la parte demandante. 
 
 

EXCEPCIONES DE MERITO: 
 
1. CARENCIA DE LOS REQUISITOS SUSTANCIALES ENTRE LAS PARTES, 

PARA FIJACION DE CUOTA ALIMENTARIA en favor del PADRE: 
 
La que hago consistir en que las demandadas MARIA ISABEL OSORIO PINEDA y 
ELIZABETH del SOCORRO OSORIO PINEDA, aparte de recibir unos exiguos ingresos, 
en comparación a las deudas y gastos promedios que tienen a su cargo, deben velar por 
su propio sostenimiento (vivienda, alimentación, vestuario, servicios públicos, educación, salud, 

transporte, recreación, imprevistos, deudas externas, etc.). 
 
Todo lo anterior, dado que el grupo familiar que tienen las codemandadas está compuesto 
de la siguiente manera: 
 
Para la señora MARIA ISABEL OSORIO PINEDA: Por su señora madre, BEATRIZ 
PINEDA SALAZAR, y su persona. 
 
La casa donde actualmente viven es pequeña, y no tiene más cuartos disponibles donde 
se le pueda brindar techo a su hermana ELIZABETH del SOCORRO OSORIO PINEDA y a 
su sobrino menor de edad FELIPE CARRILLO OSORIO. 
 
Para la señora ELIZABETH del SOCORRO OSORIO PINEDA: Por su hijo menor de edad 
FELIPE CARRILLO OSORIO, y su persona. 
 
Sin embargo, los gastos globales son los siguientes: 
 
Para la señora MARIA ISABEL OSORIO PINEDA:  
 
INGRESOS MENSUALES 
 
Salario básico: 1’722.000°° COP. 
 
EGRESOS MENSUALES 
 
Arrendamiento y facturación de servicios públicos de agua y gas:       $720.000°° COP. 
Pasajes o gastos de transporte ordinarios:                                            $150.000°° COP. 
Facturación de servicios públicos de electricidad e internet:                 $165.000°° COP. 
Préstamo de libre inversión banco lulo:                                                  $508.000°° COP. 



Préstamo Banco Falabella:                                                                     $112.000°° COP. 
Factura celular propio:                                                                            $29.000°° COP. 
Factura celular mamá:                                                                            $28.000°° COP. 
Ayuda de mercado mensual:                                                                  $400.000°° COP. 
GRAN TOTAL:                                                                                        $2’112.000°° COP. 
 
 
Para la señora ELIZABETH del SOCORRO OSORIO PINEDA:  
 
INGRESOS FIJOS 
 
Cuota alimentaria mensual FELIPE CARRILLO OSORIO:                $500.000°° COP 
Ingreso familias en acción-traslado renta ciudadana:                        $160.000°° COP 
                                                                                                            $660.000°° COP 
EGRESOS MENSUALES y SEMANALES 
 
Arrendamiento:                                                                                  $450.000°° COP. 
Pasajes o gastos de transporte ordinarios:                                       $200.000°° COP. 
Facturación de servicios públicos de electricidad:                            $40.000°° COP. 
Facturación de servicios públicos de acueducto y alcantarillado:     $25.000°° COP.  
Facturación de servicios públicos de gas domiciliario:                      $10.000°° COP. 
Facturación de servicios públicos de televisión e internet:                $94.320°° COP. 
Facturación de servicios públicos de telefonía celular:                      $32.000°° COP. 
Mercado semanal:                                                                              $500.000°° COP. 
Gastos ordinarios del hijo menor semanales:                                    $300.000°° COP. 
Cuota crédito personal:                                                                       $100.000°° COP 
GRAN TOTAL:                                                                                    $1’751.000°° COP. 
 
 
Su señoría, con ésta discriminación de egresos, espero que se entienda ostensiblemente 
lo advertido desde la solicitud de levantamiento de medidas cautelares, o alimentos 
provisionales, frente a las codemandadas, si bien es cierto viven en hogares distintos, no 
es menos cierto que entre las dos se contribuyen para los gastos personales de cada una, 
pues así crecieron, con altas dificultades, que siempre se han solventado entre las tres –
madre e hijas–, sin contribución alguna del demandante. 
 
Lo pretendido por el demandante, es absurdo frente a los postulados de la capacidad 
económica de ambas partes, pues reclama quien tiene, frente a quien carece. 
 
Más aun, que de beneficiarse el demandante para las alimentarias reclamadas, se pueden 
ver afectados sus derechos constitucionales, al minimo vital y móvil, si se tiene en la 
cuenta que hay un adulto de la tercera edad –la señora BEATRIZ PINEDA– y un menor de 
edad –FELIPE CARRILLO–, los cuales dependen fielmente de lo que con esfuerzo y 
sacrificio devengan ambas demandadas, en su respectiva proporción. 
 
Y, por el contrario, el señor demandante aunque no tiene una vida precisamente suntuosa, 
si vive dignamente, y jamás ha requerido de ningún apoyo económico, primero, porque 
éste ha entendido a lo largo de la vida, que no necesita una ayuda económica, pues ha 
vivido modestamente, se ha dado los lujos que ha querido, y segundo, porque con ocasión 
al abandono total frente a sus hijas, y la explotación económica que siempre les 
proporcionó, no es moralmente admisible reclamarles más, de lo que les ha constreñido 
en su corta vida a cada demandada, a pagar y a asumir. 
 
Significa lo anterior, que las actuales condiciones familiares, sociales, económicas y de 



ingresos de las señoras ELIZABETH del SOCORRO OSORIO PINEDA y MARIA ISABEL 
OSORIO PINEDA no permiten ninguna modificación, fijando una cuota alimentaria que 
afecta sus ingresos salariales y prestacionales, sino, más bien, que sea el demandante 
quien les pueda proporcionar una ayuda a sus hijas, de quienes se olvidó por más de 20 
años consecutivos, con vacación y necesidad del mismo derecho. 
 
La Corte Constitucional de vieja data, ha caracterizado la naturaleza de la cuota 
alimentaria o de manutención y asistencia, si de exigibilidad se trata, deben configurarse 
unos requisitos esenciales, a saber: i) que el peticionario carezca de bienes y, por 
consiguiente, requiera los alimentos que demanda; ii) que la persona a quien se le piden 
alimentos tenga los recursos económicos para proporcionarlos y, iii) que exista un vínculo 
de parentesco o un supuesto que origine la obligación entre quien tiene la necesidad y 
quien tiene los recursos. (Véase sentencias T-506/2011, T-203/2013 y T-685/2014) 
 
De la misma manera, ha considerado nuestro alto órgano constitucional que “…el deber de 
asistencia alimentaria se establece sobre dos requisitos fundamentales: la necesidad del beneficiario y 
la capacidad del deudor, quien debe ayudar a la subsistencia de sus parientes, sin que ello implique el 

sacrificio de su propia existencia.”(Sentencia C-237/1997) 
 
Para las condiciones actuales de mis prohijadas, jamás se puede predicar un desgajo de 
su propia vida para la subsistencia de quien jamás les brindó apoyo alguno, pues como se 
puede establecer claramente, ello implicaría un “sacrificio de su propia existencia”, lo cual se 
encuentra proscrito en nuestro ordenamiento jurídico. 
 
En síntesis su señoría, y en desarrollo del presente mecanismo de defensa, se predica 
una INEXISTENCIA de los requisitos fundamentales para que se otorgue la cuota 
alimentaria deprecada, y en consecuencia, se deberán despachar desfavorables todas y 
cada una de las pretensiones irrogadas por el actor. 
 
 

2.   INEXISTENCIA DE LA OBLIGACION ALIMENTARIA, por PERDIDA DE LA 
MISMA, en consecuencia al MALTRATO PSICOLÓGICO y MORAL, así como 
ABANDONO y DESPRENDIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES NATURALES 
CON LAS CODEMANDADAS. 
 

La presente excepción, la fundo en los siguientes argumentos. 
 
Sea necesario advertir que el demandante, jamás veló por el bienestar de sus hijas 
menores de edad, es más, les abandonó cuando una tenía 10 años y la otra estaba de 
brazos (ELIZABETH del SOCORRO OSORIO PINEDA y MARIA ISABEL OSORIO PINEDA 

respectivamente), nunca dio un apoyo económico, moral, afectivo o que contribuyera al 
desarrollo de las niñas indefensas. 
 
Por el contrario, contribuyó a que éstas desde pequeñas debieran trabajar para ganarse 
sus sustento, pero, no por una causa justificada, como se pasará a explicar. 
 
El demandante tenía inmuebles, carros, una finca, tenía ingresos mensuales elevados, y 
jamás compartió un poco de las ganancias con sus hijas menores de edad, ni siquiera con 
su cónyuge, a quien finalmente le despojó con maniobras subterfugias de una eventual 
porción conyugal, o sociedad conyugal, engañándole y haciéndole firmar documentos que 
para “evitar trámites judiciales”. 
 
El demandante trabajó ha sido su propio administrador, tanto de sus bienes raíces, como 
de los establecimientos de comercio y automotores de su propiedad, éste siempre 



destinaba los dineros para fines personales, con desprendimiento total de sus obligaciones 
como padre. 
 
En efecto, lo que oportunamente probaremos su señoría, es que el demandante jamás 
contribuyó al hogar, apoyó a sus hijas, económica o espiritualmente, pues la figura 
paternal brilló por su ausencia, haciendo conscientes a unas niñas sin experiencia, que 
debían salir al mundo cruel y sobrevivir por su propia cuenta, sin importarle su 
responsabilidad como padre, y los requerimientos de sus hijas, al igual que las 
condiciones ínfimas y mustias en las que vivían. 
 
Es decir, éste abandonó por completo sus obligaciones de padre, siendo ésta una causal 
jurídica con suficiente peso para configurar ahora, lo que puede razonada y 
razonablemente, eximir de tal responsabilidad natural a mis prohijadas, sin consecuencia 
alguna, y con fundamento pleno en el abandono total de éste. 
 
La obligación alimentaria tiene su principal sustento en el principio de la solidaridad, en 
conexidad con la familia, que es pilar fundante del estado social de derecho que nos 
gobierna. 
 
Sin embargo, no es predicable, ni presumible el hecho de ser una persona de especial 
protección constitucional, para sobreentender que puédase prima facie afirmar la 
necesidad de una asistencia alimentaria, como aquí lo pretende acomodar el demadante. 
 
En similares casos al sub examine, se ha negado la fijación de una cuota alimentaria, en 
favor de mayores de edad, en el sentido de que no se encuentre acreditado que tiene una 
imposibilidad de trabajar, ya sea por una deficiencia física, psíquica o sensorial, y que ello 
jamás se puede analizar partiendo de la base de ostentar la calidad de una persona sujeto 
de especial protección, pues ello no caracteriza una posición de presunción legal. 
 

“Como los tres elementos axiológicos de la obligación alimentaria deben concurrir simultáneamente, la 
falta de todos o de alguno de ellos torna nugatoria la respectiva acción. En el caso bajo estudio el juez 
accionado encontró que no se hallaban acreditados los precitados presupuestos, tras razonar: 
 

“(…) Por eso les decía cuándo prescindimos de los testimonios, yo dije ¿para qué los 
testimonios?, si ya está demostrado que no hay título por una providencia judicial, una 
conciliación o así que hiciera titular, o no estaba tampoco demostrada la incapacidad del 
demandante, esa ineptitud física o mental, no está, él mismo lo admitió, entonces para que 
los testigos, ¿qué nos iban a probar?, que el hermano le daba alimentos, pues sí, que le 
ayudaba, sí, eso está establecido, eso se cree, pero mire que era voluntario, no era forzado, 
no era porque se sintiese obligado por la ley y sólo lo que la ley exige, lo que la ley impone 
es exigible, sólo ello, no lo que se da voluntariamente, pues lo que se da voluntariamente 
generalmente se puede interrumpir, cortar, terminar.  
 
“Entonces, por ello no necesitamos ahondar en más consideraciones para encontrar pues de 
que no había lugar a acoger las pretensiones y, por el contrario, prácticamente encontrar 
fundadas las excepciones formuladas, falta de legitimación en la causa por activa y por 
pasiva, no habría lugar a encontrarlos legitimados de manera sustancial, material como para 
demandar y lo mismo para ser sujeto pasivo de la demanda el causante en cabeza de la 
heredera. “Por igual, entonces, sería también cobro de lo no debido, están cobrando una 
deuda que no nació. Ahí podemos decir también que no existe la obligación, desde la otra 
excepción, no existe la obligación de darle alimentos, ni nació a la vida jurídica. (…) 
 
Siempre le han ayudado toda la vida a lo mejor y se ha atenido mucho a que sea la familia la 
que lo haya tolerado así y le haya dado alimentos, así de pronto, pero se los han dado, no se 
sabe porque, porque no ha tenido ningún impedimento físico o mental, como nos lo dejó ver, 
antes por el contrario, el demandado, el causante si tenía algún impedimento mental, como 
él mismo nos lo narró, que desde por ahí a los 2 años y medio sufrió un accidente y que él 
por eso no le podía hablar o de tal cosa o duro o causarle alguna rabieta, porque de pronto 
se trastornaba. Entonces mire y verá, entonces en ese sentido el demandado no estaría 



pues, por su incapacidad, como le iba a dar alimentos a uno capaz, habría que haberse 
designado curador en su momento y demandar a él, porque según nos dice el mismo 
demandante, tenía problemas sicológicos y mentales incluso, el demandado (…)”.  

 
Las conclusiones adoptadas son lógicas, de su lectura, prima facie, no se advierte vía de hecho. El 
juez accionado justificó el porqué, conforme a las particularidades del caso, no reportaba ninguna 
utilidad ni pertinencia la práctica de las probanzas reclamadas por el quejoso, por cuanto la falta de 
legitimación en la causa de éste desvirtuaba su vínculo jurídico con el causante; razón suficiente para 
desestimar sus pretensiones.”(Sentencia STC5640 del 2021, Sala Casación Civil, CSJ) 
 

Para luego concluir, o rematar, insistiendo en por qué no se puede sobreentender que al 
analizar la condición de sujeto de especial protección, no es sinónimo de considerarse la 
calidad de acreedor alimentario. 

 
“Al margen de lo antelado, basta señalar que la sola condición de sujeto de especial protección no 
convierte la obligación alimentaria en exigible, pues, aunque el mencionado precepto establece que 
las personas mayores tienen derecho a los alimentos, también advierte que éstos “serán 
proporcionados por quienes se encuentran obligados de acuerdo con la ley y su capacidad 
económica”.(Ejusdem) 
 

Es decir que, efectivamente no hay prueba sustancial que de origen a la obligación 
alimentaria que se pretende, pues la misma se cae por su propio peso. 
 
Y ello no sólo bajo el tamiz de los gastos rutinarios que tienen las encartadas, sino 
también la ausencia de la necesidad de los alimentos pretendidos, pues ello, en éste 
proceso, brilla por su ausencia. 
 
El demandante si puede tener gastos, y ello no lo niega el suscrito apoderado, pero no 
puede éste ahora pretender, que sus ganancias, que son altas, por el mero hecho de 
originarse de un trabajo informal, pero calificado, no deben ir con destino al sustento y 
manutención propia del demandante, para luego ocultarlo y solicitar una cuota alimentaria, 
es ridículo. 
 
Inclusive su señoría, porque la actitud que ha asumido el demandante para con mis 
prohijadas, no es más que la muestra plausible y generadora de violencia vicaria y 
vincular, así como discriminatoria a las mujeres, por su propia condición, lo cual insisto 
deberá tener una verdadera ponderación a la hora de analizar el asunto bajo marras. 
 
Específicamente, debemos recordar, y así se probará, que el demandante jamás tuvo un 
solo gesto de interés frente a las demandadas, nunca quiso ser su padre, salvo cuando 
requería recursos económicos, y allí, no sólo se aprovechaba de su señora esposa, sino 
también de mis representadas, a quienes obligó a trabajar desde muy temprana edad, 
pues nunca ayudaba en el hogar, jamás les dio vestido, comida, dinero para 
arrendamiento, inclusive, aunque el demandante tuviera propiedades, jamás les ofreció 
que allí vivieran, o que pudieran explotar económicamente algo como forma de sustento, 
simplemente lo gastó, lo despilfarró, y así lo desapareció. 
 
Éste judicial su señoría solicita entonces de manera muy comedida y respetuosa, al 
momento de tomar una decisión de fondo, que analice, no sólo los requisitos axiológicos 
de la asistencia alimentaria que se pretende, y de la cual brilla orfandad en las pruebas, 
sino que se aplique el Juzgamiento con base en enfoque de género, pues esta acción, 
aunque así no lo parezca, es una forma de violencia contra la mujer, pues el demandante 
ha manifestado a mis prohijadas, en incontables ocasiones, que ellas existen sólo para 
mantenerlo, pues sino no hubiesen nacido. 
 
Asimismo, porque no se puede menospreciar que una persona que abandonó a sus hijas, 
con su esposa, y las dejó sin nada, teniendo éste todo, explotándolo y viviendo de ello, 



nunca tuvo el mínimo interés en ayudarles, que progresaran, que se desarrollaran como 
personas, ni si quiera que sobrevivieran, pues el demandante, cegado por el trago, el 
juego, las mujeres, simplemente despilfarró, bajo su propia conveniencia y riesgo, el 
patrimonio que tenía, del cual jamás, tuvo algún gesto de responsabilidad para con 
aquellas niñas que dejó en una noche fría, abandonadas, sin algo qué comer, sin algo qué 
vestir, y sin techo dónde protegerse. 
 
Y ha dicho la Corte en tal sentido, que: 
 

“Adicionalmente, no puede perderse de vista que los jueces de la República tienen el deber de 
juzgar con perspectiva de género, en procura de contrarrestar la violencia contra la mujer en 
cualquier escenario, incluido con mayor razón el laboral, en el que la sujeción de una persona a 
otra es la principal característica de este tipo de relaciones jurídicas.  
 
Al respecto, en la sentencia CSJ SL1727-2020 explicó la Corte: [...] En ese orden de ideas, y en 
particular desde el accionar judicial, surge entonces el interrogante de ¿qué significa juzgar con 
perspectiva de género? A pesar de que no es tarea fácil aplicar este mandato, representa la 
obligación para el juez que, una vez recibida la causa, advierta si en ésta se vislumbran 
escenarios discriminatorios entre las partes o asimetrías que conduzcan a actuar de forma 
diferente, con el objeto de romper esa desigualdad.  
 
Lo que se espera del juez es que logre identificar y manejar, […] las categorías sospechosas al 
momento de repartir el concepto de carga probatoria, como sería cuando se está frente a 
mujeres, ancianos, niños, grupos LGBTI, grupos étnicos, afrocolombianos, discapacitados, 
inmigrantes, o cualquier otro; es tener conciencia de que ante situación diferencial por la 
especial posición de debilidad manifiesta, el estándar probatorio no debe ser igual, ameritando 
en muchos casos el ejercicio de la facultad-deber del juez para aplicar la ordenación de prueba 
de manera oficiosa” (CSJ STC2287-2018) (subraya la Sala).  
 
Por su parte la Corte Constitucional explicó que la violencia contra la mujer no ha sido ajena a la 
administración de justicia, pues las decisiones judiciales también han sido fuente de 
discriminación al confirmar patrones de desigualdad. Para contrarrestar lo anterior, estableció 
unas subreglas sobre cómo deben analizarse los casos que involucren actos o medidas 
discriminatorias, reiterando los siguientes deberes concretos de la administración de justicia: 
 

 i) desplegar toda actividad investigativa en aras de garantizar los derechos en disputa y 
la dignidad de las mujeres;  
 
ii) analizar los hechos, las pruebas y las normas con base en interpretaciones 
sistemáticas de la realidad, de manera que en ese ejercicio hermenéutico se reconozca 
que las mujeres han sido un grupo tradicionalmente discriminado y como tal, se justifica 
un trato diferente;  
 
iii) no tomar decisiones con base en estereotipos de género;  
 
iv) evitar la revictimización de la mujer a la hora de cumplir con sus funciones; reconocer 
las diferencias entre hombres y mujeres;  
 
v) flexibilizar la carga probatoria en casos de violencia o discriminación, privilegiando los 
indicios sobre las pruebas directas, cuando estas últimas resulten insuficientes;  
 
vi) considerar el rol transformador o perpetuador de las decisiones judiciales;  
 
vii) efectuar un análisis rígido sobre las actuaciones de quien presuntamente comete la 
violencia;  
 
viii) evaluar las posibilidades y recursos reales de acceso a trámites judiciales;  
 
ix) analizar las relaciones de poder que afectan la dignidad y autonomía de las mujeres 
(CC T-012 de 2016).   



 
[...] De manera que es deber de los jueces incluir el enfoque de género en las decisiones 
judiciales, con el fin, entre otros, de disminuir todo tipo de violencia contra la mujer (CSJ SL648- 
2018, CSJ SL11149-2019 y CSJ SL2010-2019).” 

 
Lo que se intenta, entonces, por parte de la administración de justicia de acuerdo a 
nuestros doctrinantes y jurisconsultos más calificados, es dar alcances integrales y 
coherentes a la realidad social del país y nuestra propia cultura, así como la garantía de 
los fines esenciales del estado en la protección a la familia, y sobre todo a cualquier forma 
de violencia o discriminación en contra de la mujer. 
 
En igual sentido su señoría, y amén de la prueba que oportunamente allegaremos a éste 
proceso, solicitamos sea declarada la presente excepción de mérito, negando las 
pretensiones en su totalidad, pues el actor, así fuere ascendiente, podemos claramente 
entender que ha perdido su derecho, en correlación a que nunca brindó apoyo, 
solidaridad, ayuda económica, psíquica o emocional a las demandadas, y quien a pesar 
de conocer su responsabilidad de padre, siempre les ignoró, y les abandonó sin causa 
justificada, más aún, despilfarró por su propia conveniencia y riesgo el patrimonio que 
tenía, sin que ahora las demandadas deban sufragar a su costa, tales errores, incuria y 
negligencia. 
 

 
3. EXCEPCION GENERICA o ECUMENICA: 

 
De conformidad con lo preceptuado en el art. 282 del C.G. del P., y con acogimiento 
jurisprudencial1 también aplicable en materia de derecho civil y de familia, cuando el 
Juzgador de instancia halle probados los hechos que constituyen una excepción o un 
medio de defensa del demandado, deberá reconocerlos oficiosamente en la sentencia, por 
enervar el derecho sustancial pretendido por la parte demandante, salvo la prescripción, la 
compensación y la nulidad relativa que deberán alegarse dentro de los términos legales 
por la parte favorecida o por quien tenga interés en su declaratoria. 
 
Es decir, que en nuestro ordenamiento procesal no existe ninguna prohibición expresa que 
impida la declaratoria oficiosa de excepciones ejecutivas, porque, si se ataca el derecho 
ejecutado, el proceso pasa a ser de conocimiento, y si se demuestra cualquier hecho que 
afecte el título ejecutivo, por falta de validez o de existencia, o de eficacia, el juez debe 
declarar la excepción, así las partes no hayan propuesto explícitamente tal situación 
enervante del derecho pretendido. 
 
Si el juzgador de instancia no cumpliere con esta obligación legal de reconocer 
oficiosamente en la sentencia la existencia de los hechos así probados, estaría 
quebrantando de manera indirecta la ley sustancial por error de hecho, como lo ha 
reiterado la Corte Suprema de Justicia. 
 
Entonces, es obligación del juez del conocimiento declarar probada cualquiera excepción 
que se estructure o constituya por la probanza de cualquier hecho que desconozca los 
derechos del actor o la improsperidad de la acción, incluso, así no se haya alegado como 
medio exceptivo por la parte en cuyo favor se declare, o que se haya propuesto con 
denominación inadecuada. 
 
 

                                                 
 
1
 Sent. 21177 del 12.08.2004, Consejo de Estado, Mag. Pon. Ramiro Saavedra Becerra “En el transcurso del proceso puede surgir o 

evidenciarse algún hecho que afecte la ejecución, hecho que puede ser percibido por las partes o por el juez, por lo que procede, si es 
un hecho que desvirtúa la ejecución, convertirse en una excepción a la misma”.  



MEDIOS de PRUEBA: 
 
Para que sean tenidas como tales, solicito decretar, practicar y ordenar las siguientes: 
 

1. INTERROGATORIO DE PARTE: Cítese al demandante para que bajo la gravedad de 

juramento y con su audiencia, absuelva el interrogatorio que le anuncio sobre los hechos 
de la demanda, las excepciones de esta contestación, y medios de defensa, y, 
especialmente, sobre la situación económica actual del demandante y de las demandadas. 
Pretendo con este medio probatorio obtener confesión del actor, con relación a los medios 
de defensa que hemos argumentado. 

 
2. TESTIMONIALES: Hágase comparecer ante su Despacho a los señores BEATRIZ 

PINEDA SALAZAR, SAUL ENRIQUE CARRILLO QUINTERO, AMPARO PINEDA 
SALAZAR, MARIO GARCIA, OMAIRA CEBALLOS y LEIDY JIMENEZ, todos mayores de 
edad y domiciliados en Manizales, localizables en la calle 26 Nº 20-08 de Manizales, al 
correo electrónico juanjomarins126@hotmail.es, para que bajo la gravedad de juramento y 
con su audiencia, declaren sobre las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que se 
desarrolla la actividad económica de las partes en conflicto, la buena capacidad económica 
del actor, la difícil situación económica de las demandadas MARIA ISABEL OSORIO 
PINEDA y ELIZABETH del SOCORRO OSORIO PINEDA, la existencia de más 
alimentarios a cargo de la demandada MARIA ISABEL OSORIO PINEDA, el nivel de 
gastos de su grupo familiar, etc., y sobre todo lo que les conste y pueda interesar al 
proceso.  

 
3. DOCUMENTALES: Aporto los siguientes documentos (10 folios útiles): 
 
- Certificados de tradición de los inmuebles que tuvo la actora. 
- Facturas y registros de gastos de las demandadas. 
- Certificados del registro civil de nacimiento del menor FELIPE CARRILLO. 
- Videos donde consta el actor trabajando en el sitio anunciado, los cuales aportaré por 

correo electrónico al despacho. 
- Certificación de contribuyente del actor. 
- Certificación de persona no comerciante del actor hasta el año 2022. 
- RUT del actor. 
- Nuevamente se aportará toda la documentación anunciada y pedida como medio de 

prueba para el  

 
 

FUNDAMENTOS de DERECHO, CUANTIA, COMPETENCIA y PROCEDIMIENTO: 
 
El primero lo fundamento en el art. 411 y ss. del C.C., 435 y ss. del C. de P.C., y en las demás 
normas vigentes y concordantes con la materia objeto del presente proceso. 
 
La cuantía no es necesaria establecerla para fijar competencia, porque se trata de una 
competencia privativa por el factor funcional y territorial. 
 
La competencia pertenece a ese distinguido Despacho, por estar conociendo de la acción. 
  
El trámite adecuado para continuar la presente acción corresponde al VERBAL SUMARIO. 
 

 
A N E X O S: 

 
- Los documentos relacionados en el capítulo de pruebas. 

- El poder conferido para actuar. 
 

 

mailto:juanjomarins126@hotmail.es


DIRECCIONES para CITACIONES y/o NOTIFICACIONES: 
 
El suscrito abogado oirá notificaciones y/o citaciones en la oficina 03, Edificio La 
Esponsión, carrera 23 N° 25-32, de Manizales, cel. 311 3472038, email: 
juanjomarins126@hotmail.es 
 
Las demás ya están aportadas al proceso. 
 
 
Me suscribo del señor Juez, con todo respeto y consideración, 

 
JUAN JOSÉ MARÍN SÁNCHEZ 
C.C. 1.002’547.658 
T.P. de abogado 398452 del C.S. de la J. 
Email: juanjomarins126@hotmail.es 
Celular: 3113472038 
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CÁMARA DE COMERCIO DE MANIZALES POR CALDAS

CERTIFICADO DE MATRÍCULA MERCANTIL DE PERSONA NATURAL

Fecha expedición: 13/10/2023 - 10:26:32
Recibo No. S000886724, Valor 3600

CÓDIGO DE VERIFICACIÓN YnfyPJ6Eh5

Verifique el contenido y confiabilidad de este certificado, ingresando a https://sii.confecamaras.co/vista/plantilla/cv.php?empresa=20 y digite el
respectivo código, para que visualice la imagen generada al momento de su expedición. La verificación se puede realizar de manera ilimitada,

durante 60 días calendario contados a partir de la fecha de su expedición.

CON FUNDAMENTO EN LA MATRÍCULA E INSCRIPCIONES EFECTUADAS EN EL REGISTRO MERCANTIL, LA CÁMARA DE
COMERCIO CERTIFICA:

NOMBRE, IDENTIFICACIÓN Y DOMICILIO

Nombres y apellidos : HELI DE JESUS OSORIO ALZATE

Identificación : CC. - 10210769

Nit : 10210769-2

Domicilio: Manizales, Caldas

MATRÍCULA

*** ESTA MATRICULA SE ENCUENTRA CANCELADA ***

Matrícula No: 10122

Fecha de matrícula: 03 de marzo de 1975

Ultimo año renovado: 2022

Fecha de renovación: 24 de marzo de 2022

Fecha de cancelación: 28 de marzo de 2023

Grupo NIIF : GRUPO III - MICROEMPRESAS

Por documento privado del 28 de marzo de 2023, inscrito en esta Cámara de Comercio el 28 de marzo

de 2023 con el No. 363889 del Libro XV, se informa: Cancelacion matricula mercantil.

UBICACIÓN

Dirección del domicilio principal : CL 15 25-33 - Bosque

Municipio : Manizales, Caldas

Correo electrónico : gregoriocamargo61@hotmail.com

Teléfono comercial 1 : 3206473029

Teléfono comercial 2 : No reportó.

Teléfono comercial 3 : No reportó.

Dirección para notificación judicial : CL 15 25-33 - Bosque

Municipio : Manizales, Caldas

Correo electrónico de notificación : heliosorioalzate@gmail.com

Teléfono para notificación 1 : 3206473029

Teléfono notificación 2 : No reportó.

Teléfono notificación 3 : No reportó.

La persona natural SI autorizó para recibir notificaciones personales a través del correo

electrónico, de conformidad con lo establecido en los artículos 291 del Código General del

Proceso y del 67 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.

CLASIFICACIÓN DE ACTIVIDADES ECONÓMICAS - CIIU

Actividad principal Código CIIU: G4530

Actividad secundaria Código CIIU: F4321

Otras actividades Código CIIU: No reportó
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CÁMARA DE COMERCIO DE MANIZALES POR CALDAS

CERTIFICADO DE MATRÍCULA MERCANTIL DE PERSONA NATURAL

Fecha expedición: 13/10/2023 - 10:26:32
Recibo No. S000886724, Valor 3600

CÓDIGO DE VERIFICACIÓN YnfyPJ6Eh5

Verifique el contenido y confiabilidad de este certificado, ingresando a https://sii.confecamaras.co/vista/plantilla/cv.php?empresa=20 y digite el
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Descripción de la actividad económica reportada en el Formulario del Registro Único Empresarial y
Social -RUES- : Comercio de partes, piezas y accesorios para vehículos automotores electricos

INFORMACION FINANCIERA

El comerciante matriculado reportó la siguiente información financiera, la cual corresponde a la

última información reportada en la matrícula mercantil, así:

Estado de la situación financiera:
Activo corriente: $3.440.000,00

Activo no corriente: $500.000,00

Activo total: $3.940.000,00

Pasivo corriente: $900.000,00

Pasivo no corriente: $0,00

Pasivo total: $900.000,00

Patrimonio neto: $3.040.000,00

Pasivo más patrimonio: $3.940.000,00

Estado de resultados:
Ingresos actividad ordinaria: $4.914.000,00

Otros ingresos: $0,00

Costo de ventas: $1.514.000,00

Gastos operacionales: $600.000,00

Otros gastos: $0,00

Gastos por impuestos: $0,00

Utilidad operacional: $0,00

Resultado del periodo: $2.800.000,00

LA INFORMACIÓN CORRESPONDIENTE A LOS ESTABLECIMIENTOS DE COMERCIO, AGENCIAS Y SUCURSALES, QUE LA

PERSONA NATURAL TIENE MATRICULADOS EN OTRAS CÁMARAS DE COMERCIO DEL PAÍS, PODRÁ CONSULTARLA EN

WWW.RUES.ORG.CO.

INFORMA - TAMAÑO DE EMPRESA

De conformidad con lo previsto en el artículo 2.2.1.13.2.1 del Decreto 1074 de 2015 y la

Resolución 2225 de 2019 del DANE el tamaño de la empresa es MICRO EMPRESA.

Lo anterior de acuerdo a la información  reportada por el matriculado o inscrito en el

formulario RUES:

Ingresos por actividad ordinaria : $4.914.000,00

Actividad económica por la que percibió mayores ingresos en el periodo - CIIU : G4530.

Este certificado refleja la situación jurídica registral de la persona natural, a la fecha y hora

de su expedición.

 
IMPORTANTE: La firma digital del secretario de la CÁMARA DE COMERCIO DE MANIZALES POR CALDAS contenida en este certificado electrónico se encuentra
emitida por una entidad de certificación acreditada por el Organismo Nacional de Acreditación de Colombia (ONAC), de conformidad con las exigencias establecidas en
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la Ley 527 de 1999 para validez jurídica y probatoria de los documentos electrónicos. 

La firma digital no es una firma digitalizada o escaneada, por lo tanto, la firma digital que acompaña este documento la podrá verificar a través de su aplicativo visor de
documentos pdf. 

La firma mecánica que se muestra a continuación es la representación gráfica de la firma del secretario jurídico (o de quien haga sus veces) de la Cámara de Comercio
quien avala este certificado. La firma mecánica no reemplaza la firma digital en los documentos electrónicos.  

Al realizar la verificación podrá visualizar (y descargar) una imagen exacta del certificado que fue entregado al usuario en el momento que se realizó la transacción. 

*** FINAL DEL CERTIFICADO ***
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Sentencia de tutela en segunda instancia 
Accionante: Elizabeth del Socorro Osorio Pineda  

En calidad de Agente Oficiosa del Niño F.C.O. 
Accionada: EPS Sanitas.  

Radicado No. 17001-40-03-005-2022-00578-02 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO TERCERO CIVIL DEL CIRCUITO 

Manizales, noviembre treinta (30) de dos mil veintidós (2022) 

Radicado: 17001-40-03-005-2022-00578-02 

Sentencia No. 187 

 

 

I. OBJETO DE LA DECISIÓN 

            

Se procede a resolver la impugnación interpuesta por la Directora de Oficina de la EPS 

SANITAS, frente a la sentencia del 18 de octubre de 2022, proferida por el Juzgado Quinto 

Civil Municipal de Manizales - Caldas, dentro de la acción de tutela interpuesta por la 

señora ELIZABETH DEL SOCORRO OSORIO PINEDA, actuando en calidad de agente 

oficiosa del menor FELIPE CARRILLO OSORIO en contra de la entidad impugnante.  

 

II. ANTECEDENTES 

 

2.1 Se dio a conocer que el menor representado por su progenitora cuenta con 4 años 

de edad, se encuentra afiliado bajo el régimen subsidiado a la entidad EPS SANITAS, fue 

diagnosticado con “TRASTORNO GENERALIZADO DEL DESARROLLO, HIPOTONIA GLOBAL 

MODERADA y TRASTORNO DEL LENGUAJE EXPRESIVO (DX CRÓNICO)”, motivo por el 

cual, y debido a las patologías que padece, fue remitido para tratar en debida forma su 

afectación al “PLAN DE REHABILITACIÓN DE FORMA INTEGRAL, REGULAR Y CON 

ENFOQUE A NEURODESARROLLO EN EL SITIO DONDE RECIBE LAS TERAPIAS 

ACTUALMENTE CON TERAPIA FISICA OCUPACIONAL Y DEL LENGUAJE TRES VECES POR 

SEMANA Y SE INSISTE EN LA REGULARIDAD DE TODAS LAS TERAPIAS, PUES SE HA 

EVIDENCIADO QUE AL DISMINUIR SU FRECUENCIA HAY DETERIORO 

COMPORTAMENTAL”; también tiene citas de control y seguimiento ordenadas para el 

presente mes las cuales no se le han asignado, tales como: CONTROL Y SEGUIMIENTO 

CON GENETISTA, ESTUDIO MOLECULAR DE GENES (ESPECIFICOS) CONTROL Y 

SEGUIMIENTO CON NEUROPEDIATRIA, CONTROL Y SEGUIMIENTO POR PSIQUITRIA, 

CONTROL Y SEGUIMIENTO POR PSICOLOGIA, CONTROL Y SEGUIMIENTO POR 

DERMATOLOGIA, CONTROL Y SEGUIMIENTO POR PEDIATRIA  

 

Consideró que dado a la regularidad de las consultas y terapias de su hijo tuvo que salirse 

de trabajar, pues es imposible que la acepten en un trabajo en el que pueda faltar más de 

tres días a la semana por llevar a su hijo a terapias o consultas de control y seguimiento, 
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por ende, no cuenta con los recursos económicos suficientes para sufragar los gastos que 

requiere su hijo día a día para asistir a sus terapias. Aclaro que tanto ella como su hijo, se 

encuentran viviendo solos, que no cuentan con ningún subsidio del gobierno que les pueda 

ayudar, asimismo, manifiesta que sus gastos mensuales ascienden a $1’120.000. 

 

Expuso que su hijo es sujeto de especial protección constitucional dado su diagnóstico y 

requiere una atención prioritaria y continua, en el que esté incluida transporte interurbano 

para poder acceder efectivamente a los servicios de salud, manifestó que hay días en los 

que no cuenta con dinero suficiente para llevarlo a las terapias. 

 

Por lo anterior, pretende se tutelen sus derechos fundamentales y, en consecuencia, se 

ordene a la EPS SANITAS para que de manera urgente y para evitar un perjuicio 

irremediable, autorice, programe y ejecute las CITAS DE CONTROL Y SEGUIMIENTO CON 

GENETISTA, ESTUDIO MOLECULAR DE GENES (ESPECÍFICOS), CONTROL Y 

SEGUIMIENTO CON NEUROPEDIATRÍA, CITA DE CONTROL Y SEGUIMIENTO CON 

PSIQUIATRÍA, CITA DE CONTROL Y SEGUIMIENTO POR PSICOLOGÍA, CONTROL POR 

DERMATOLOGÍA CON RESULTADOS, CONTROL Y SEGUIMIENTO POR PEDIATRÍA, 

asimismo, se ordene a la EPS SANITAS que de forma inmediata autorice la entrega 

efectiva de los viáticos de traslado interurbano, cuyo cubrimiento sea del ciento por ciento 

de los viáticos, sea intermunicipal y a otra ciudad, garantizando estadía, alimentación y 

todo lo que ellos implique para un acompañante y para el niño agenciado. 

 

Finalmente, se ordene a la EPS SANITAS a garantizar el tratamiento integral que requiera 

su hijo con ocasión a su diagnóstico.1 

 

2.2. Actuación procesal.  

 

2.2.1. La acción de tutela se admitió mediante auto del 5 de octubre de 2022, se ordenó la 

notificación a las partes y vinculado, otorgándoles un el término de dos (2) días para ejercer 

su derecho de contradicción y defensa, decretó las pruebas que considero pertinentes, así 

como la medida provisional solicitada.2 

 

2.2.2. La EPS Sanitas, se pronunció a través de la Directora de Oficina, indicando en cuanto 

a la medida provisional decretada por la a-quo, que se generó autorización para los traslados 

urbanos y se le informó al proveedor para la prestación de servicio. Asimismo, indico que el 

niño Felipe Carrillo Osorio, se encuentra afiliado a la EPS SANITAS, como beneficiario 

                                                 
1 Archivo No. 02 C01PrimeraInstancia 
2 Archivo No. 03 C01PrimeraInstancia 
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amparado de su madre la señora ELIZABETH DEL SOCORRO OSORIO PINEDA, en el 

régimen subsidiado grupo de Sisbén 4. 

 

Expreso que el diagnóstico clínico del niño es OTROS TRASTORNOS GENERALIZADOS DEL 

DESARROLLO, y que se le ha autorizado CONSULTA DE CONTROL POR NEUROLOGÍA 

PEDIÁTRICA, ECOGRAFÍA DE TEJIDOS BLANDOS EN LAS EXTREMIDADES INFERIORES CON 

TRANSDUCTOR DE 7MHZ O MÁS, CONSULTA DE CONTROL POR GENÉTICA MÉDICA, 

EXAMEN SECUENCIACIÓN, CONSULTA DE PRIMERA VEZ POR DERMATOLOGÍA, TERAPIA 

FÍSICA INTEGRAL CON ÉNFASIS EN NEURODESARROLLO, así las cosas, indico que la EPS 

le ha brindado al usuario todas las prestaciones medico asistenciales que ha requerido debido 

a su estado de salud a través de un equipo multidisciplinario, y acorde con las respectivas 

órdenes médicas emitidas por sus médicos tratantes. 

 

Informó que, además del cumplimiento a la medida previa, que el estudio genético ya fue 

autorizado y respecto a la programación de la toma de la muestra la coordinación del 

laboratorio informa que la solicitud del examen del usuario está en trámite en el DRIVE de 

pruebas moleculares del mes de octubre para su gestión y fines pertinentes, inmediatamente 

les envíen las autorizaciones se comunicaran con la madre a sus números de teléfono. Indico 

que la consulta de control de genetista ya fue autorizada, sin embargo, no se puede programar 

la consulta, pues se está a la espera de la toma de muestra. Adicionalmente que, la consulta 

de control por neurología pediátrica ya fue autorizada y fue valorado el 11 de agosto de 2022 

y el médico le solicitó control en 4 meses, respecto a la consulta con psiquiatría pediátrica 

cuenta con autorización y se le asignó para el 12 de octubre de 2022, la cita con psicología 

se generó autorización y se programó la cita para el 13 de octubre de 2022, la cita con 

dermatología se programó la cita para el día 18 de octubre de 2022, respecto a la cita con 

pediatría indicó que el niño fue valorado el 11 de agosto de 2022 y se le solicitó control en 6 

meses. 

 

Ahora bien, frente a los viáticos expreso que no hay orden médica que conlleve a prestar un 

servicio fuera de la ciudad y que dicha situación fue confirmada con la accionante. 

 

Por otro parte, indico que si bien es cierto que en virtud de la medida provisional, la EPS 

accionada prestó el servicio de transporte, es pertinente resaltar que esta solicitud de 

transporte urbano para asistencia a citas, se establece que no existe entre los contenidos del 

plan obligatorio de salud ninguna norma que haya definido un transporte especial para 

discapacitados o transporte para asistir a sus consultas médicas, las mismas que vienen 

siendo suministradas por la EPS SANITAS en la IPS de la red de apoyo, tampoco se ha 

establecido aún que las EPS del sistema general de seguridad social deba prestar el servicio 

de asistencia para la asistencia a citas médicas o al servicio de urgencias. Así las cosas, 

indican que frente a la pretensión de que se autorice transporte para asistir a citas y terapias, 
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la EPS SANITAS ha realizado todas las gestiones pertinentes para garantizar el suministro 

de los servicios médicos requeridos para el usuario quien, además, no cuenta con una orden 

medica de prestador adscrito a la EPS, que haya ordenado el servicio de transporte, por lo 

cual la EPS no ha vulnerado o amenazado sus derechos fundamentales.  

 

Adicionalmente, indicó que la EPS SANITAS el 06 de octubre de 2022 estableció 

comunicación telefónica con la señora Elizabeth Osorio en el número celular 3158092210, 

quien refiere tener terapias los días martes y jueves desde las 3 pm hasta las 6 pm en la IPS 

FUNDACIÓN IPS UNIVERSIDAD AUTONOMA DE MANIZALES y cita para ecografía el 

Martes 11 de octubre de 2022 a las 8:30 am en DIAGNOSTIMED, que en ese sentido EPS 

SANITAS procedió a generar aprobación del servicio de transporte urbano para cada uno de 

los traslados, y asimismo, indico que le explicaron a la accionante el proceso de solicitud de 

los traslados para cuando lo requiera nuevamente. 

 

Finalmente, solicitó declarar la improcedencia de la acción constitucional impetrada por la cual 

se configuró la carencia actual de objeto por hecho superado.3 

 

2.2.3. La Pediatra Elizabeth Patiño Osorio vinculada a esta acción constitucional, aclaró que, 

dado los diagnósticos del infante de TRASTORNO GENERALIZADO DEL DESARROLLO, 

HIPOTONÍA GLOBALMODERADA y TRASTORNO DEL LENGUAJE EXPRESIVO (DX 

CRÓNICO), el menor si necesita traslado en vehículo especial que brinde la seguridad y las 

comodidades para el mismo, llámese ambulancia y otro, con su respectivo acompañante para 

sus citas de control, seguimiento y terapias respectivas.4 

 

2.3. Sentencia. 

 

2.3.1. Una vez analizadas las respuestas y las pruebas documentales allegadas al 

expediente, por parte de la accionante, la entidad accionada y la pediatra vinculada, el 

Juzgado Quinto Civil Municipal de Manizales, decidió: tutelar el derecho fundamental a la 

Salud reclamado en favor del menor Felipe Carrillo Osorio, declaró la carencia actual de 

objeto por hecho superado, ordenó a la EPS Sanitas continúe autorizando y suministrando 

el reconocimiento de viáticos y/o gastos de traslado para el agenciado y su acompañante 

a las citas y terapias que requiera en la ciudad de Manizales o el lugar donde disponga la 

EPS para el tratamiento y atención de las patologías “Trastorno Generalizado del Desarrollo, 

Hipotonía Global Moderada y Trastorno del Lenguaje Expresivo (DX Crónico)”, con no menos de 

tres días de antelación a la fecha de materialización del servicio; también dispuso que 

cuando el agenciado requiera desplazarse a otro municipio para la atención de sus 

                                                 
3 Archivo No. 06 C01PrimeraInstancia 
4 Archivo No. 05 C01PrimeraInstancia 
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patologías, la EPS Sanitas realizará la autorización de los gastos de alimentación y 

hospedaje para el agenciado y su acompañante, por el término que el médico tratante 

estime necesaria su permanencia, siempre y cuando se verifique la obligatoriedad de 

pernoctar por fuera de su municipio de residencia.  

 

La a-quo consideró que el derecho fundamental a la salud, según la Ley Estatutaria 1751 

de 2015, se rige, entre otros, por el principio de accesibilidad, el cual implica garantizar al 

accionante el acceso físico a los servicios de salud prescritos por sus médicos tratantes y 

autorizados por su EPS. Es así como el ordenamiento jurídico ha admitido que exista un 

Plan de Beneficios en Salud (PBS) que contemple una serie de servicios, medicamentos e 

insumos, que deben ser garantizados por las E.P.S., y, por otra parte, existen ciertos 

medicamentos, insumos y servicios que, en principio, se encuentran excluidos del PBS, 

pero que deben ser suministrados por las Entidades Promotoras de Salud en determinadas 

circunstancias.  

 

Por consiguiente, la autorización del servicio de transporte y viáticos solicitado por el 

accionante “en tanto (…) no se encuentra excluido del Plan de Beneficios en Salud, debe 

entenderse incluido”, por cuanto se cumplen los requisitos establecidos jurisprudencialmente 

para acceder al servicio de transporte aun cuando no se cumplan los requisitos previstos 

en la Resolución 5857 de 2018 debido a que: (i) El servicio fue autorizado directamente 

por las EPS a la cual se encuentra afiliado el accionante, remitiéndolo a un prestador de 

un municipio distinto de su residencia. (ii) Ni el paciente ni sus familiares cercanos tiene los 

recursos económicos suficientes para pagar el valor del traslado. (iii) De no efectuarse la 

remisión se pone en riesgo su salud, debido a que se encuentra bajo constante supervisión 

médica por su patología. 

 

Asimismo, en el ordinal cuarto de la providencia impugnada, ordenó a la EPS SANITAS el 

suministro del tratamiento integral con ocasión a los diagnósticos “Trastorno Generalizado 

del Desarrollo, Hipotonía Global Moderada y Trastorno del Lenguaje Expresivo (DX Crónico)”, del 

agenciado, lo anterior, al considerar que en estos casos debe precisar el diagnóstico que 

el médico tratante estableció respecto al accionante y frente al cual recae 

la orden del tratamiento integral. Lo dicho teniendo en consideración que no resulta posible 

dictar órdenes indeterminadas ni reconocer prestaciones futuras e inciertas; lo contrario 

implicaría presumir la mala fe de la EPS en relación con el cumplimiento de sus deberes y 

las obligaciones con sus afiliados, en contradicción del artículo 83 Superior.5 

 

2.4. Impugnación 

 

                                                 
5 Archivo No. 08 C01PrimeraInstancia 
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Inconforme con lo decidido, la EPS SANITAS allegó escrito de impugnación, exponiendo, en 

síntesis, seis puntos de inconformidad, de los cuales se destaca que de concederse la acción 

de tutela y ordenar a Sanitas EPS el suministro de servicios que no están ordenados por los 

médicos tratantes de la accionante quienes cuentan con la idoneidad y el conocimiento 

médico para determinar si los pacientes requieren o no un servicio médico, se estaría 

vulnerando el principio de autonomía médica que señala la Ley 1438 de 2011 en su artículo 

105; sobre este aspecto fundamento su oposición en el sentido que la entidad accionada le 

ha brindado al usuario FELIPE CARRILLO OSORIO, todas las prestaciones médico - 

asistenciales que ha requerido debido a su estado de salud, a través de un equipo 

multidisciplinario, y acorde con las respectivas órdenes médicas emitidas por sus médicos 

tratantes. Solicitando que se declare improcedente la tutela en lo que se refiere al cubrimiento 

de alimentación, hospedaje para el acompañante es preciso indicar que tal pretensión excede 

las coberturas del Plan de beneficios de Salud. 

 

En la medida en que los servicios de transportes y viáticos no corresponden al ámbito de la 

salud no es procedente la autorización de estos servicios por vía de tutela.  

 

Respecto al tratamiento integral, consideró no resulta procedente, sin la respectiva 

prescripción médica que denote la formulación del mismo, es claro que, en el presente caso, 

siendo que NO existe orden médica expedida por un médico ADSCRITO a esta entidad, no 

se cumple con los requisitos constitucionales para el otorgamiento del tratamiento integral y 

por lo tanto no es procedente que el Juez de tutela, sin ser experto en medicina imparta una 

orden en tal sentido. 

 

Por lo anterior, solicitó declarar la improcedencia de la tutela, se deniegue la pretensión del 

suministro de transporte y gastos de traslado para el acompañante hasta que se cuente con 

orden o prescripción médica y por ultimo ordenar de forma expresa a la Administradora 

ADRES y/o Ministerio de la Protección Social el reembolso del 100% del mismo y demás 

dineros que por coberturas fuera del plan de beneficios en salud, como lo transporte, viáticos, 

alimentación y tratamiento integral, deba asumir la EPS, en cumplimiento del fallo.6 

 

III. CONSIDERACIONES 

 

3.1. Problema Jurídico.  

 

Estando las cosas tal y como se han venido planteando en el curso de este fallo, 

corresponde determinar al Despacho: ¿Debe o no confirmarse o revocarse la sentencia 

proferida el 18 de octubre de 2022, por el Juzgado Quinto Civil Municipal de Manizales,  

                                                 
6 Archivo No. 10 C01PrimeraInstancia 
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mediante la cual se dispuso tutelar el derecho a la salud, ordenó el reconocimiento de 

viáticos y/o gastos de traslado para el accionante y su acompañante a las citas y terapias 

requeridas en Manizales o el lugar donde disponga la EPS y otorgar el tratamiento  integral 

al menor Felipe Carrillo Osorio? 

  

Entonces, para responder a dicho interrogante se examinará lo concerniente a la acción 

de tutela, el derecho a la salud; finalmente, se analizará el caso concreto.  

 

3.2.   La acción de tutela. 

 

La acción de tutela es un mecanismo judicial de carácter excepcional breve y sumario que 

permite la protección constitucional de derechos fundamentales, cuando quiera que estos 

resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad o de un 

particular, y cuando no se disponga para el efecto de otros medios de defensa judicial. 

 

La acción de tutela sólo procederá entonces cuando el afectado no disponga de otro medio 

de defensa judicial para la protección de sus derechos, salvo que se utilice como 

mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. Por su parte, el numeral 1° del 

artículo 6° del Decreto 2591 de 1991 establece que la acción tuitiva no será procedente 

cuando existan “otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquella se utilice como 

mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”; también indica que la existencia de 

dichos medios “…será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en 

que se encuentra el solicitante”.  

 

El mecanismo de tutela busca determinar entonces si existe una acción u omisión por 

parte del ente accionado que esté afectando derechos de índole fundamental de la parte 

actora, pues de lo contrario aquella no estaría llamada a responder por tales sucesos.  

 

3.3. Derecho fundamental a la salud.  

 

El derecho a la salud es catalogado como fundamental debido al reconocimiento progresivo 

que le otorgó la jurisprudencia constitucional y que a la postre terminó con la expedición 

de la Ley 1751 de 2015, cuyo artículo 2º lo define como “autónomo e irrenunciable en lo individual 

y en lo colectivo”. Asimismo, según dicha norma, este derecho comprende el acceso a los 

servicios de salud de manera oportuna, eficaz y con calidad para la preservación, el 

mejoramiento y la promoción de la salud.  

 

En síntesis, “…el derecho fundamental a la salud integra tanto la obligación del Estado de asegurar la 

prestación eficiente y universal de un servicio público de salud que permita a todas las personas preservar, 
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recuperar o mejorar su salud física y mental, como la posibilidad de hacer exigible por vía de tutela tales 

prestaciones para garantizar el desarrollo pleno y digno del proyecto de vida de cada persona.”7 

 

3.4.  Caso concreto.  

 

Verifica el Despacho que los argumentos expuestos por la EPS Sanitas, en pro de lograr 

la revocatoria del reconocimiento de viáticos y/o gastos de traslado y del tratamiento 

integral ordenado, no podrán salir avante, pues ello implicaría estar en contraposición con 

la Ley Estatutaria que regula el derecho fundamental a la salud y abundante jurisprudencia 

constitucional sobre la materia.  

 

3.4.1 El derecho a la salud es catalogado como fundamental debido al reconocimiento 

progresivo que le otorgó la jurisprudencia constitucional y que a la postre terminó con la 

expedición de la Ley 1751 de 2015, cuyo artículo 2º lo define como “autónomo e irrenunciable 

en lo individual y en lo colectivo”. Asimismo, según dicha norma, este derecho comprende el 

acceso a los servicios de salud de manera oportuna, eficaz y con calidad para la 

preservación, el mejoramiento y la promoción de la salud. En síntesis, “…el derecho 

fundamental a la salud integra tanto la obligación del Estado de asegurar la prestación eficiente y universal 

de un servicio público de salud que permita a todas las personas preservar, recuperar o mejorar su salud 

física y mental, como la posibilidad de hacer exigible por vía de tutela tales prestaciones para garantizar el 

desarrollo pleno y digno del proyecto de vida de cada persona.”8 

 

Es importante resaltar que la jurisprudencia de la H. Corte Constitucional, en sentencia T 

– 081 de 2019, recordó los elementos axiológicos que se deben constatar para que el juez 

de tutela pueda ordenar la protección de este derecho al tratamiento integral, como 

componente del derecho fundamental a la salud. En dicha oportunidad sostuvo que “…las 

entidades encargadas de la prestación del servicio de salud deben autorizar, practicar y entregar los 

medicamentos, intervenciones, procedimientos, exámenes, controles y seguimientos que el médico 

considere indispensables para tratar las patologías de un paciente, “(…) sin que les sea posible 

fraccionarlos, separarlos, o elegir alternativamente cuáles de ellos aprueba en razón del interés económico 

que representan”. 

  

También expuso que el principio de integralidad “…no puede entenderse solo de manera abstracta” 

por lo que “…para que un juez de tutela ordene el tratamiento integral a un paciente, debe verificarse 

(i) que la EPS haya actuado con negligencia en la prestación del servicio como ocurre, por ejemplo, cuando 

demora de manera injustificada el suministro de medicamentos, la programación de procedimientos 

quirúrgicos o la realización de tratamientos dirigidos a obtener su rehabilitación, poniendo así en riesgo la 

salud de la persona, prolongando su sufrimiento físico o emocional, y generando complicaciones, daños 

permanentes e incluso su muerte; y (ii) que existan las órdenes correspondientes, emitidas por el médico, 

especificando los servicios que necesita el paciente.” (Negrillas fuera del texto original).  

                                                 
7 Sentencia T – 171 de 2018.  
8 Sentencia T – 171 de 2018.  
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Concluye diciendo que “…cuando se acrediten estas dos circunstancias, el juez constitucional debe 

ordenar a la EPS encargada la autorización y entrega ininterrumpida, completa, diligente y oportuna 

de los servicios médicos necesarios que el médico tratante prescriba para que el paciente 

restablezca su salud y mantenga una vida en condiciones dignas. Esto con el fin de garantizar la 

continuidad en el servicio y evitar la presentación constante de acciones de tutela por cada procedimiento 

que se dictamine” (Negrillas fuera del texto original). 

 

Como se observa, la jurisprudencia citada de ninguna forma limita el actuar del juez 

constitucional cuando debe emitir órdenes dirigidas a las E.P.S. en pro de garantizar el 

tratamiento integral (art. 8º, Ley 1751 de 2015), sino que por el contrario ha establecido la 

necesidad de acreditar unos supuestos fácticos que fundamentan el deber del operador 

judicial en ordenar la aplicación efectiva de este derecho, y que consistente, básicamente, 

en verificar una actitud negligente por parte de la entidad de aseguramiento en la 

prestación del servicio de salud y la existencia de órdenes provenientes de galenos 

tratantes determinando los insumos o garantías que necesita el paciente para el 

restablecimiento de la salud.  

 

Los requisitos pregonados por la jurisprudencia constitucional fueron acreditados dentro 

del caso sub judice, pues se constató la existencia de un diagnóstico que implicaba, según 

los galenos tratantes, la realización oportuna de citas de control y seguimiento con varias 

especialidades médicas y terapias, para lo cual requiere el desplazamiento continuo, 

máxime teniendo en cuenta la condición especial del paciente por ser un menor de edad a 

quien el marco jurídico constitucional le garantiza una protección especial. 

 

Entonces, el retardo en la práctica de los servicios requeridos quedó totalmente 

demostrado, circunstancia que ha interrumpido el tratamiento que requiere el actor para el 

manejo de su patología, y, por consiguiente, se encuentra autorizada la concesión del 

tratamiento integral tal y como lo dispuso el a quo.  

 

Ahora, si adoptar una orden de integralidad se traduce en pronunciarse frente a supuestos 

fácticos inciertos, ello sería permitir que no se dé aplicación a lo reglado por el artículo 23 

del Decreto 2591 de 1991, el cual disciplina las modalidades en que el juez de tutela puede 

proferir una orden encaminada a proteger los derechos fundamentales vulnerados, y en el 

cual se le faculta para ordenar la “inmediata cesación” de la conducta, actuación material o 

amenaza respectiva, así como lo necesario “…para evitar toda nueva violación o amenaza, 

perturbación o restricción”.  
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Precisamente, cuando se concede la integralidad del servicio se busca garantizar la 

protección efectiva del artículo 8º de la Ley 1751 de 2015, y así evitar nuevas violaciones 

o amenazas frente al derecho fundamental a la salud del paciente.  

 

En todo caso, debe resaltarse que la orden emitida por el a quo goza de total precisión, 

habida cuenta que se puntualizó que el tratamiento integral sería otorgado respecto de la 

patología “Trastorno Generalizado del Desarrollo, Hipotonía Global Moderada y Trastorno del 

Lenguaje Expresivo (DX Crónico) “que padece el menor Felipe Carrillo Osorio, conforme a la 

Historia Clínica que fue allegada al expediente.  

 

Ahora, resulta incuestionable que los usuarios eventualmente pueden requerir de otro tipo 

de tratamientos, medicamentos, procedimientos o exámenes, y la potestad para ordenarlos 

está en cabeza de los galenos tratantes, de los cuales salen de la esfera del conocimiento 

del juez constitucional. Empero, ello no es óbice para que por vía de tutela se conceda el 

tratamiento integral, pues lo que se busca es prevenir que la entidad nuevamente incurra 

en las circunstancias que dieron origen al amparo, y de ese modo, evitar la interposición 

de otras acciones de tutela cada vez que se presente un hecho generador de una 

vulneración de derechos fundamentales. 

 

De acuerdo con lo anteriormente expuesto, debe reiterarse que la protección de derechos 

a través de la figura del tratamiento integral es más que necesaria en todos los casos donde 

se compruebe el actuar inapropiado de la E.P.S para atender a sus pacientes, toda vez 

que con ello se entorpece la continuidad en la prestación del servicio de salud, misma 

característica fundamental de este principio. 

 

Además, es menester resaltar que la integralidad en la atención de salud obedece a un 

derecho que no solo ha sido reconocido jurisprudencialmente, sino que también tiene su 

fundamento en la Ley 1751 de 2015, que específicamente en su artículo 8º señala que los 

servicios y tecnologías de salud deberán ser suministrados de manera completa para 

prevenir, paliar o curar la enfermedad, con independencia del origen de la enfermedad o 

condición de salud, del sistema de provisión, cubrimiento o financiación definido por el 

legislador; y que además, en los casos en los que exista duda sobre el alcance de un 

servicio o tecnología de salud cubierto por el Estado, se entenderá que este comprende 

todos los elementos esenciales para lograr su objetivo médico respecto de la necesidad 

específica de salud diagnosticada. 

 

De acuerdo con esta breve exposición, es claro que la atención médica que recibe el actor 

no puede verse interrumpida o parcializada por el comportamiento asumido por la entidad 

accionada, pues debe prevalecer el hecho de que la falta de práctica oportuna del servicio 
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requerido atenta contra la posibilidad de obtener una recuperación oportuna de sus 

condiciones físicas y sobre todo contra su derecho fundamental a la salud. 

 

Las anteriores consideraciones permiten concluir que la atención médica que prestan las 

E.P.S. debe ser en todos los casos, integral, completa e ininterrumpida, razón por la cual 

la orden de integralidad impuesta por el a quo es acertada, por lo que deberá mantenerse 

incólume. 

  

3.4.2. En lo concerniente a los gastos de transporte otorgados por la a quo, considera este 

Despacho que dicha determinación es pertinente para el caso sub examine y conforme a 

la situación de vulnerabilidad en la que se encuentra el menor Felipe Carrillo Osorio. 

 

Si bien la EPS accionada autorizó una serie de citas con especialistas y sus controles 

posteriores, no puede dejarse de lado por parte de EPS Sanitas que la progenitora 

accionante carece de los recursos suficientes para el desplazamiento con su menor hijo, a 

atender las diferentes citas y exámenes ordenados por los médicos tratantes para el 

tratamiento de su patología, debe precisarse entonces que la orden del juzgado de primera 

instancia operará cuando ello así se verifique.  

 

Al tratarse de un sujeto de especial protección constitucional, y al haberse demostrado la 

tardanza en la atención y hasta la perdida de citas de control del accionante y que el mismo 

con cuenta con la capacidad económica de soportar la carga que implica el desplazamiento 

desde la vereda de residencia a la ciudad de Manizales u otro Municipio, para la práctica 

de la valoración médica constante y procedimientos médicos que requiera el accionante, 

el juez puede adoptar medidas que eviten nuevas restricciones a derechos fundamentales.  

 

Precisamente cuando se ordena a la accionada a garantizar los gastos de transporte 

cuando se den los supuestos del parágrafo del artículo 122 de la Resolución No. 2481 de 

2020 expedida por el Ministerio de Salud y Protección Social, se está adoptando una 

protección adicional para el paciente en aras de evitar nuevas interrupciones en el 

desarrollo de su tratamiento médico. 

 

Tales medidas de recaudo, aplicables exclusivamente al caso sub examine, se encuentran 

autorizadas por el artículo 23 del Decreto 2591 de 1991 el cual disciplina las modalidades 

en que el juez de tutela puede proferir una orden encaminada a proteger los derechos 

fundamentales vulnerados, y en el cual se le faculta para ordenar la “inmediata cesación” de 

la conducta, actuación material o amenaza respectiva, así como lo necesario “…para evitar 

toda nueva violación o amenaza, perturbación o restricción”.  
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Precisamente, la orden confutada busca garantizar el acceso oportuno y eficaz a los 

servicios de salud que requiera el promotor del amparo, y, sobre todo, evitar nuevas 

violaciones o amenazas frente al derecho fundamental a la salud del paciente. 

 

Ahora, tal recaudo, como se explicó anteriormente, será aplicable cuando se den los 

supuestos del parágrafo del artículo 122 de la de la Resolución No. 2481 de 2020 expedida 

por el Ministerio de Salud y Protección Social, que textualmente reza: 

 

Artículo 122. Transporte del paciente ambulatorio. El servicio de transporte en un medio diferente a la 
ambulancia para acceder a una atención financiada con recursos de la UPC, no disponible en el lugar de 
residencia del afiliado, será financiado en los municipios o corregimientos con la prima adicional para zona 
especial por dispersión geográfica.  
 
Parágrafo. Las EPS o las entidades que hagan sus veces, igualmente deberán pagar el transporte del 
paciente ambulatorio cuando el usuario deba trasladarse a un municipio distinto al de su residencia. para 
recibir los servicios mencionados en el artículo 10 de este acto administrativo. o cuando existiendo estos 
en su municipio de residencia, la EPS o la entidad que haga sus veces, no los hubiere tenido en cuenta 
para la conformación de su red de servicios. Esto aplica independientemente de si en el municipio la EPS 
o la entidad que haga sus veces, recibe o no una UPC diferencial”.  
 

Según lo explicado en sentencia T – 259 de 2019, el artículo 6° de la Ley 1751 de 2015 

contempla que los servicios y tecnologías de salud deben ser accesibles a todos, en 

condiciones de igualdad, dentro del respeto a las especificidades de los diversos grupos 

vulnerables y al pluralismo cultural, entendiendo la accesibilidad como no discriminación, 

accesibilidad física, asequibilidad económica y el acceso a la información. Por lo tanto, “…el 

transporte y los viáticos requeridos para asistir a los servicios de salud prescritos por los médicos tratantes, 

si bien no constituyen servicios médicos lo cierto es que sí constituyen elementos de acceso efectivo en 

condiciones dignas.” 

 

Este aspecto también permite sustentar la necesidad de que el paciente se desplace a 

otras localidades acompañada de un tercero, ya que es un menor de edad que debido a 

su diagnóstico médico se encuentra en situación de vulnerabilidad, por ende, requiere de 

un cuidado superior.  En sentencia T – 387 de 2018 la H. Corte Constitucional reiteró que 

esta clase de pacientes merecen especial protección constitucional debido a su estado de 

mayor vulnerabilidad y debilidad manifiesta. De ahí que esta población tenga derecho a 

una “…protección reforzada por parte del Estado, la cual se traduce en el deber de brindarles acceso sin 

obstáculos y al oportuno tratamiento integral para la atención de su patología” aspectos que con 

claridad justifican dicha medida adicional de protección.  

 

3.4.3 Finalmente, considera el Despacho que las discusiones en torno a la eventual facultad 

de recobro en cabeza de Sanitas E.P.S. no es un tema que corresponda ser dilucidado al 

interior del trámite constitucional de tutela, pues el mismo está al margen de la finalidad 
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principal de este que es estudiar la posible lesión de los derechos fundamentales de las 

personas y emitir órdenes tendientes a lograr su protección inmediata y eficaz.  

 

Entonces, independientemente de que a la fecha exista una reglamentación especial sobre la 

materia expedida por el Ministerio de Salud y Protección Social, lo cierto es que, tal y como lo 

ha reiterado este juzgado en diversas oportunidades, el fallo de tutela no debe abordar, 

esclarecer, resolver o indicar directivas sobre discusiones de índole administrativo referentes 

a desembolsos entre entidades que conforman el Sistema General de Seguridad Social, pues, 

además de no corresponder a un debate referido a la protección de garantías fundamentales, 

son asuntos que, si es del caso, deberán ser definidos por tales entes conforme a los 

trámites a que haya lugar. 

 

Por ello, si es su propósito, las entidades interesadas deberán acudir a los procedimientos 

establecidos y existentes para tales menesteres, a efectos de dilucidar los asuntos 

concernientes a dicho tema, lo que evidencia que el juez constitucional se encuentre 

apartado de problemáticas que escapan del debate central de protección de derechos 

fundamentales. 

 

Nótese que el artículo 1º del Decreto 2591 de 1991 establece que la finalidad de la acción 

de tutela es solicitar la protección inmediata de sus derechos constitucionales 

fundamentales de las personas; por su parte, el canon 29 ibídem contempla que el fallo 

que se adopte al interior de este trámite debe contener, entre otros aspectos, la 

determinación del derecho tutelado, la orden y la definición precisa de la conducta a cumplir 

con el fin de hacer efectiva la tutela, entendiéndose esto último como las medidas que se 

adoptarán para proteger las garantías fundamentales cuya protección se invoca, por lo que 

aquellos asuntos no revestidos de dicha característica no deben conformar la decisión que 

culmina este trámite sumario.  

 

En otras palabras, no se trata de afirmar que a dichos entes les esté vedado ejercitar los 

procedimientos administrativos que consideren aplicables, sino de resaltar que al juez de 

tutela no le corresponde conminarlos para promoverlos, pues, se reitera, tal determinación 

no se encuentra prevista como un tópico que deba incluirse en la sentencia de tutela, según 

las voces del Decreto 2591 de 1991.  

 

Y no sobra advertir que la incursión por parte del juez constitucional en esta clase de 

asuntos podría originar la posibilidad para que las E.P.S. solicitasen el pago indebido de 

recursos que eventualmente ya estarían solventados a raíz de las relaciones 

administrativas existentes con la Administradora de los Recursos del Sistema General de 

Seguridad Social en Salud -ADRES, de ahí que se insista en circunscribir el estudio en 
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sede constitucional a la protección de los derechos fundamentales de las personas y las 

medidas efectivas para lograr dicho propósito. 

 

Por lo anterior, no habrá lugar a modificar o revocar los numerales tercero y cuarto de la 

sentencia del 18 de octubre de 2022, proferida por el Juzgado Quinto Civil Municipal de 

Manizales, conforme a lo pretendido. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Manizales, administrando 

justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 

 

IV. RESUELVE 

 

PRIMERO: CONFIRMAR los numerales tercero y cuarto de la sentencia del 18 de octubre 

de 2022, proferida por el Juzgado Quinto Civil Municipal de Manizales, dentro de la acción 

de tutela interpuesta por la señora ELIZABETH DEL SOCORRO OSORIO PINEDA, 

actuando en calidad de agente oficiosa de su hijo menor FELIPE CARRILLO OSORIO en 

contra de la EPS SANITAS. 

 

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE esta sentencia a las partes que intervienen en esta acción y al 

juzgado de primera instancia, de conformidad con el artículo 16 del Decreto 2591 de 1991. 

 

TERCERO: ENVIAR el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual 

revisión. 
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